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	Hora: 
	8:30 a.m.

	Imputado: 
	Juan David Cobaleda Castaño

	Cédula de ciudadanía No:
	1´087.997.261 de Dosquebradas (Rda.)

	Delito:
	Hurto Calificado y Agravado

	Víctima:
	Héctor Toro Arboleda

	Procedencia:
	Juzgado Segundo Penal Municipal con funciones de conocimiento de Dosquebradas (Rda.).

	Asunto:
	Se conoce de la apelación interpuesta por la defensa contra el fallo de condena de fecha 19 de diciembre de 2007.


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, pronuncia la sentencia en los siguientes términos:

1.- Lo ocurrido

Los hechos jurídicamente relevantes y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, son:

1.1.- Se relatan así en por el ente acusador: 
“El patrullero CARLOS ANDRÉS BEDOYA LÓPEZ, rindió informe de policía donde dio a conocer sobre la captura en flagrancia (art. 301) del señor JUAN DAVID COBALEDA CASTAÑO, quien luego de intimidar con arma blanca, navaja, y despojar al señor HÉCTOR TORO ARBOLEDA de su celular y billetera, que contenía $50.000.oo y el carné de la EPS, emprendió la huida al verse descubierto por dos miembros de la patrulla Campestre 3 que lo avistaron cuando cometía la conducta delictiva, lo cual hizo en compañía de otro sujeto. El señor COBALEDA CASTAÑO fue capturado más adelante, en sector boscoso del barrio Guaduales, cerca de la variante El Pollo, pero el otro individuo logró huir con el botín del hurto”.
1.2.- A consecuencia de lo anterior, la Fiscalía imputó al señor COBALEDA CASTAÑO la comisión de un delito de HURTO CALIFICADO y AGRAVADO en calidad de coautor, de conformidad con lo descrito en el Código penal, Título VII, Capítulo Primero, artículos 239 y 240 inciso 2º. El indiciado ACEPTÓ el cargo en forma libre, voluntaria, consciente y debidamente asistido por un profesional del derecho. Acto seguido, le fue impuesta como medida de aseguramiento la detención preventiva en establecimiento carcelario. 
1.3.- Ante esa aceptación, el asunto pasó al Juzgado Segundo Penal Municipal con funciones de conocimiento de Dosquebradas (Rda.), autoridad que finiquitó el trámite con un fallo adverso al procesado, a quien declaró responsable de la conducta atribuida y le impuso una pena privativa de la libertad equivalente a treinta y seis (36) meses de prisión, e igual término para la accesoria de inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas. Le fue negado el subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la pena.
1.4.- La defensa no estuvo de acuerdo con los términos de la sentencia y por tal motivo la impugnó. Es la razón para que los registros se encuentren ante esta instancia para desatar la alzada.
2.- El Debate

2.1.- Defensor -recurrente-
- Fue designado por la defensoría pública en remplazo del defensor de confianza del señor COBALEDA CASTAÑO, momento en el cual se encontraba aplazada la audiencia de lectura del fallo a petición del anterior apoderado. Durante ese interregno, presentó memorial suscrito tanto por el afectado con el ilícito como por su cliente, por medio del cual se enteró a la judicatura acerca del acuerdo al que habían llegado las partes y el consiguiente pago integral de perjuicios.

- Por lo anterior, se le solicitó a la señora Juez de instancia que tuviera en consideración esa reparación o indemnización a efectos de conceder la rebaja adicional de la que habla el artículo 269 del estatuto punitivo; sin embargo, la funcionaria hizo caso omiso de esa petición porque se limitó a leer una sentencia que ya tenía elaborada de tiempo atrás y no quiso hacer la modificación respectiva para introducir allí lo concerniente con la nueva petición.

- Estima que no es extemporáneo ese escrito en donde consta el pago integral a favor de la víctima, porque la citada norma permite esa posibilidad “antes de proferirse sentencia de primera o única instancia”, y cuando aquí se presentó ese fallo aún no se había emitido.
- Pide aplicar en este caso el principio universal pro homine en cuanto debe primar lo favorable al reo. 
2.2.- Fiscal -no recurrente-
Aunque tampoco participó en las audiencias anteriores, hizo la averiguación respectiva en el estrado judicial y allí le explicaron que esa petición no la habían tenido en cuenta que porque era “extemporánea”.

Al leer la disposición cuya aplicación depreca la defensa, concluye que para el caso concreto es totalmente pertinente su aplicación, porque en efecto el memorial fue presentado antes y no después de proferirse sentencia. 
Se pregunta ¿cuándo se debe entender que un escrito de esta naturaleza es extemporáneo en tratándose del sistema acusatorio?, y responde que a su juicio debe ser aquél que no fue presentado antes de la audiencia pública en la cual se da a conocer a las partes el contenido de la sentencia.
Le parece que obrar en la forma en que lo hizo el Juzgado es violatorio de los derechos fundamentales del condenado y más concretamente a poder acceder al sustancial descuento de pena que por ese concepto la ley le otorga. No se trata aquí de algo facultativo del Juez, tal y como lo tiene definido la jurisprudencia, sino de un verdadero derecho que se impone desde el instante en que se colman los requisitos exigidos por la norma.
No puede servir de excusa para negar la rebaja, el decirse que “ya se tenía hecha la sentencia” y que no se iba a tomar la molestia de modificarla. Eso no tiene presentación alguna, cuando sin problema alguno se podía haber reformado en lo pertinente.

3.- La Decisión

Asumirá la Sala el conocimiento del fondo de este asunto, habida consideración a la competencia territorial, objetiva y funcional que le asiste para proferir un fallo de segundo grado que resuelva el recurso de apelación oportunamente interpuesto por una parte habilitada para hacerlo, debidamente sustentado y legalmente concedido por la iudex a quo.
Del contenido de la audiencia de sustentación se extracta, que la inconformidad del profesional recurrente consiste en el hecho de no habérsele tenido en consideración el descuento de pena por reparación integral de perjuicios al que se contrae el artículo 269 del Código Penal. A la Corporación le corresponde definir por tanto, si esa petición debe tenerse como extemporánea o por el contrario presentada en tiempo hábil, asunto que puede admitir cierta discusión jurídica en atención al momento en que fue introducido el escrito contentivo de esa manifestación. 
De conformidad con el texto de la norma: “El Juez disminuirá las penas señaladas en los capítulos anteriores de la mitad a las tres cuartas partes, si antes de dictarse sentencia de primera o única instancia, el responsable restituyere el objeto material del delito o su valor, e indemnizare los perjuicios ocasionados al ofendido o perjudicado”. El punto esencial de discusión se hace consistir por tanto, en determinar en qué momento se dicta sentencia, por cuanto ese es el mojón procesal que marca la pauta como límite máximo para acceder al susodicho descuento.
Hay que entender, en primer término, que el dispositivo no tiene dificultad en su aplicación cuando se trata del procedimiento contemplado en la Ley 600 de 2000 aún vigente, habida consideración a que el proferimiento del fallo es un acto autónomo, independiente y perfectamente delimitable, representado por el momento en el cual el Juez suscribe su sentencia. Empero, no sucede así de cara al nuevo procedimiento regulador del sistema acusatorio, por cuanto el proferimiento de la sentencia constituye un acto complejo que involucra dos momentos diferentes pero concatenados hacia igual finalidad: de un lado, la anunciación del sentido del fallo, y de otro, la dictación de la providencia con su correspondiente lectura en audiencia pública.
Se ha entendido, que frente a este nuevo esquema procesal, la labor de juzgar, de definir con poder de jurisdicción el asunto debatido, se ejerce al momento de anunciar el sentido del fallo, porque lo otro, es decir, emisión de la providencia con su correspondiente puesta en conocimiento de los interesados por medio de la notificación en estrados, es un complemento explicativo de la decisión ya adoptada y vinculante.

Lo dicho es más esquemático en tratándose del procedimiento ordinario en donde se agota toda la ritualidad hasta el juicio oral, al final del cual el funcionario anuncia el sentido del fallo, porque para el caso de las terminaciones anormales o anticipadas del proceso por las figuras del allanamiento o los preacuerdos, la situación exige una explicación adicional y es la siguiente:

Como en tratándose de los trámites consensuados no hay lugar al anuncio del sentido del fallo, momento que sirve de referente para dar comienzo a otros términos procesales como es el caso de los treinta (30) días para iniciar el incidente de reparación, la Corte Suprema de Justicia en su Sala de Casación Penal se vio precisada a hacer la siguiente interpretación sistemática que ahora este Tribunal hace propia para los fines que aquí nos interesan:
“[…] frente al adelantamiento de la actuación por vía del allanamiento -al no tener cabida el anuncio del sentido del fallo- estima la Sala que debe fijarse un hito para que a partir de ahí se pueda demandar la apertura del referido incidente, el que bien puede ser desde el momento en que la actuación sea recibida por el juez de conocimiento quien estará obligado a dar trámite a la petición del incidente si no invalida la actuación porque haya constatado violación de alguna garantía fundamental; ello, si en cuenta se tiene que en desarrollo del trámite abreviado por allanamiento el cognoscente no debe emitir pronunciamiento alguno previo a la citación de audiencia para individualización de pena.
(…)

“Ahora, si en el preacuerdo nada se pactó sobre el tema de la reparación (…) para la Corte refulge que la víctima tiene pleno derecho a que se le dé trámite al incidente de reparación integral, debiéndose precisar –tal como se hizo en el caso del allanamiento- que se hace necesario establecer un hito o punto de referencia a partir del cual resulte procedente la solicitud correspondiente, dado que tampoco por este sendero procesal se encuentra el anuncio del sentido del fallo. De cara al tema específico ya la Sala delineó ese mojón (…) concretándolo a partir del momento en que el juez de conocimiento imparta aprobación al acuerdo” 

De todas formas dejó dicho el Alto Tribunal, que ese incidente de reparación debería adelantarse con anterioridad al proferimiento de la sentencia a efectos de quedar incorporada la determinación sobre los perjuicios dentro de él, y lo expresó en los siguientes términos: “Tramitado y decidido el incidente de reparación integral, bien como fruto del anuncio del sentido del fallo, ora porque se solicitó luego de aprobarse un preacuerdo o bien a partir del momento en que el juez de conocimiento recibe la actuación con allanamiento a cargos, el cognoscente debe convocar a audiencia de individualización de pena y sentencia”; por tanto concluye: “la lógica y el sentido común indican que el trámite del reseñado incidente debe ser previo a la emisión de la sentencia”. 
De conformidad con todo lo aseverado podemos decir, que si bien el anuncio del sentido del fallo es en esencia el momento en el cual el juez cumple su función de juzgar dentro del sistema adversarial, no es ese el límite que debe tomarse a efectos de finiquitar todo lo atinente a la reparación o indemnización integral de perjuicios, sino la dictación o lectura del fallo en la audiencia decretada para ese efecto. Y lo mismo ocurre, por sustracción de materia, en aquellos episodios de terminación abreviada del proceso por allanamiento o preacuerdo.
Al descender esos enunciados al caso sub examine, observamos que por tratarse de un caso que concluyó por acogimiento total de los cargos en el instante de la imputación, las partes tenían pleno poder para llegar a arreglos conciliatorios con respecto al pago de perjuicios hasta el preciso instante de emitirse el fallo en la audiencia respectiva. Pero además, el funcionario judicial estaba en el deber de incorporar al mismo todo aquello que se llegara a definir por los interesados con respecto al tema de la reparación, a efectos de no postergar el tema y dejarlo pendiente para su dilucidación por la vía civil.  
Una revisión de la actuación nos enseña el siguiente recorrido cronológico: 
· El día veinticinco (25) de octubre-07, el imputado acepta los cargos ante el Juzgado Primero Penal Municipal de Dosquebradas con funciones de Control de Garantías.

· El día primero (1º) de noviembre de ese mismo año se lleva a cabo audiencia de individualización de pena y sentencia, dentro de la cual: se sustenta el escrito de acusación; se declara penalmente responsable al señor COBALEDA CASTAÑO; se pronuncia la fiscalía y la defensa acerca de las condiciones individuales, familiares y sociales del acusado; se le hace saber a la víctima que si desea iniciar incidente de reparación integral de perjuicios, cuenta con un término de treinta (30) días para ello; y, finalmente, se fija fecha para la lectura de sentencia el 19 de diciembre de 2007 a las 2:30 p.m.
· Ocurrió, que el día anterior, es decir, el dieciocho (18) de Diciembre, la defensa presenta un escrito a la Juez de conocimiento solicitándole aplazamiento de la audiencia de lectura del fallo a efectos de poder llegar a un arreglo entre víctima y victimario que pueda ser tenido en consideración para “obtener mayores beneficios procesales”, toda vez que al estar la víctima fuera de la ciudad se ha imposibilitado un acercamiento con su protegido. Petición que fue reiterada por el nuevo defensor público designado en el presente asunto, en el sentido de fijarse la nueva fecha de audiencia para después de las festividades navideñas.
· Para el día cuatro (4) de enero de 2008, se allega escrito al Juzgado de conocimiento por medio del cual se hace constar que entre víctima y acusado se llegó a un arreglo formal con respecto al pago de perjuicios, a consecuencia de lo cual el perjudicado se declara resarcido del daño ocasionado con el punible. Se solicita allí mismo, que la Jueza tenga en consideración lo estipulado para la concesión de las rebajas que consagran los artículos 268 y 269 del Código Penal. El memorial tiene nota de presentación ante el despacho judicial ese mismo día cuatro (4) de enero.
· Con fecha ocho (8) de enero de la presente anualidad, el Juzgado Segundo Penal Municipal con funciones de conocimiento lleva a cabo Audiencia de Lectura de Sentencia, momento en el cual se entera a los sujetos procesales de la condena al procesado y de la pena a imponer que lo sería de treinta y seis (36) meses de prisión, sin derecho al subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la pena. Para llegar a ese quantum punitivo, la falladora tuvo en cuenta el descuento de que trata el artículo 268 del Código Penal, referido a no ser el monto de lo hurtado superior a un salario mínimo legal mensual vigente, pero omitió hacer referencia a la rebaja del artículo 269 ibidem.
De todo lo anterior extracta el Tribunal, que la a quo no hizo un pronunciamiento expreso en cuanto a la rebaja de pena por reparación integral, debido a que en la audiencia de lectura de sentencia se limitó a leer el contenido de un fallo preconstituido que ya tenía como fecha de elaboración la del diecinueve (19) de diciembre de 2007, es decir, aquella fecha inicialmente señalada para llevar a cabo la susodicha audiencia de lectura de sentencia. De todas formas, por parte alguna se observa un pronunciamiento expreso en orden a aceptar o denegar la petición final efectuada por las partes en cuanto al pago integral de perjuicios.

Si lo anterior es así, como lo alegan al unísono defensa y fiscalía, esta Sala de Decisión considera que la Juez de conocimiento incurrió en un defecto sustancial por estar en el deber de atender la petición efectuada y pronunciarse de fondo en uno y otro sentido, pero en su lugar, hizo caso omiso de la solicitud a ella presentada bajo el único razonamiento de ya tener elaborada con anticipación su sentencia.
Hará valer el Tribunal en este caso el derecho sustancial por sobre el formal, de conformidad con el principio contenido en el artículo 228 de la Constitucional Nacional, a cuyo efecto dispondrá el descuento de pena por la reparación integral de perjuicios al que se refiere el artículo 269 del Código Penal, y en tal sentido se tiene:

Según la doctrina autorizada en esta material
, para la graduación de pena por lo atinente a la reparación existen como criterios dosimétricos la temprana o tardía reparación, esto es, la mayor o menor eficacia de la reparación atendido el daño causado y las condiciones personales de la víctima. Significa lo anterior, que es muy importante para esa valoración tener en cuenta el instante en el cual se hace, es decir, que mientras más prontamente se realice el pago mayor porcentaje de disminución procede, y viceversa, mientras más tardíamente se haga menor el beneficio. Para el caso concreto, está claro que la reparación se hizo en las postrimerías de la actuación, es decir, a último momento, con lo cual, el Tribunal sólo reducirá la proporción mínima posible autorizada por la norma. El artículo nos dice que el descuento oscilará entre la mitad y las ¾ partes de la pena a imponer, motivo por el cual no elegiremos la porción mayor de las ¾ sino apenas la mitad. De ese modo, la sanción aflictiva de la libertad que fuera fijada en treinta y seis (36) meses, quedará en definitiva en dieciocho (18) meses de prisión. Igual reducción operará para la accesoria de inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas.
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA el fallo objeto de recurso, pero lo MODIFICA en el sentido de imponer como pena privativa de la libertad la de DIECIOCHO (18) meses de prisión. En igual término se fija la accesoria de inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas.
Esta sentencia queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso de casación.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

          LEONEL ROGELES MORENO

IVANOV ARTEAGA GUZMÁN

El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ 
� C.S.J. Sentencia de Tutela de segunda instancia de fecha siete (7) de diciembre de 2005, radicación 22.920, M.P. Alfredo Gómez Quintero.


� GÓMEZ GALLEGO, Jorge Aníbal, “Dosificación Punitiva”, en Estudios sobre los Nuevos Códigos Penales, Fundación General de la Universidad de Salamanca, sede Colombia, Bogotá, 2001, pg.154.
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